CASTILLA Y LEON

Tomds Quintana Lopez

Consideraciones Generales

El afio 2001,"a pesar de la convulsién que supuso en todo el mundo el ataque
terrorista del 11 de septiembre, ha sido en Castilla y Le6n de normalidad; no fal-
taron, sin embargo, hechos cruciales que le han dotado de especial singularidad.

A mitad de legislatura se ha producido el relevo de quien venia siendo
Presidente de la Comunidad en el dltimo decenio, hecho que se ha realizado con
la normalidad que garantiza el sélido apoyo parlamentario de que goza el Par-
tido Popular. El relevo, en general, se ha percibido como un impulso a la accién
de gobierno.

Este mismo afio serd también recordado por la toma de conciencia y la con-
siguiente adopcién de medidas de apoyo a la natalidad y, en general, a la familia,
medidas que se justifican en la creciente pérdida de poblacién de la Comunidad
en unos momentos en que, incluso, la poblacién de Espaiia tiende a aumentar.
Segin los datos oficiales derivados de la revisién del padrén municipal (Real
Decreto 3491/2000, de 29 de diciembre), Castilla y Ledn ya se sitda por debajo
de los 2.500.000 habitantes, habiendo pasado de representar el 7,04 % 6 el 6,21
% del total de la poblacién espafiola en, respectivamente, los afios 1975 y 1999,
al 6,1 % en el afio 2000. La poblacién es, como se sabe, un indicativo y un fac-
tor de desarrollo, pero ademds constituye, como también es conocido, un ele-
mento determinante de la financiacién de las Administraciones autondmicas y
locales; precisamente este factor ha sido nuevamente en 2001 objeto de discusién
en el marco de las negociaciones habidas en el seno del Consejo de Politica Fiscal
y Financiera con motivo de la fijacién de un nuevo modelo de financiacién auto-
némica en Espafia. Como resultado de esa negociacién la Comunidad de Castilla
y Leédn recibird una cantidad superior a los 650.000 millones de pesetas, que
representa unas 250.000 pesetas por habitante, cantidad superior a cualquier otra
de las relativas recibidas por otras Comunidades Auténomas; no obstante, el
montante indicado es el resultado de la ponderacién de la poblacién en un 94 %,
la superficie en un 4,2 % y de la dispersién de la poblacién en el 1,2 %, lo que
da una idea muy certera de la negativa repercusién que tiene para Castilla y Leén
su poca poblacién, a la que, ademds, ha de prestarse servicios en un territorio
muy extenso.

Con esa financiacién y demds ingresos han sido aprobados para el afio 2002
unos presupuestos que superan los 850.000 millones de pesetas, en los que des-
tacan algunas prioridades, como el plan de apoyo a la natalidad (4.000 millones
de pesetas), el desarrollo del Plan de Empleo Regional pactado con los agentes
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econémicos y sociales de la Comunidad (19.000 millones de pesetas) y el gasto
en Investigacién, Desarrollo e Innovacién (17.000 millones de pesetas).

Actividad normativa
Leyes

Comenzamos esta resefia, comtinmente referida a las leyes y decretos legisla-
tivos aprobados en sede autonémica durante el afio, saliéndonos conscientemen-
te de este marco para realizar una breve indicacién sobre dos decretos-leyes apro-
bados por el Gogierno de la Nacién con objeto de adoptar medidas urgentes para
reparar los dafios causados por las lluvias y temporales acaecidos ininterrumpida-
mente desde octubre de 2000 a marzo de 2001. El primero de ellos, el Real
Decreto-Ley 6/2001, de 6 de abril, atiende a los temporales sufridos desde octubre
a enero de 2001, y estd dirigido a reparar los dafios sufridos en zonas de Galicia y
Castilla y Leén; el segundo, el Real Decreto-Ley 13/2001, de 5 de septiembre,
prevé la adopcién de medidas urgentes para reparar los dafios producidos por las
intensas lluvias que afectaron a las provincias de Burgos, Le6n, Palencia, Va-
lladolid y Zamora durante los meses de febrero y marzo de 2001.

La actividad legislativa de las Cortes de Castilla y Ledn se ha concretado este
afio 2001 en la aprobacién de quince leyes, algunas de las cuales de gran impor-
tancia en el contexto politico y econémico de %a Regién. Por su orden, la primera
a considerar es la Ley 1/2001, de 4 de mayo, por la que se establece el Programa de
Actuacién en las Comarcas Mineras 2000-2003, ley que deroga a la que con un
objetivo similar fue aprobada como Ley 3/1997, de 14 de abril, para los afios 1996-
1999. La hoy vigente, como la anterior, tiene como objetivos favorecer la produc-
tividad del sector minero, promover mayores niveles de seguridad en las labores de
explotacidn, la investigacién geoldgica a la bisqueda de yacimientos rentables, la
diversificacién econémica en las comarcas mineras, la formacién profesional,
la mejora del habitat minero y la calidad de vida de sus habitantes; en definitiva, la
progresiva reordenacién del sector impulsada por las medidas de fomento que se
prevén en el programa de actuacién en vigor, en la linea de los anteriores. Realizada
esta breve referencia a la Ley 1/2001, de 4 de mayo, que es expresién de una poli-
tica autonémica de consolidados antecedentes en la Comunidad, resulta oportuno
poner de manifiesto que a través de la misma y de otras convergentes parece que
se estd consiguiendo que el sector alcance apreciables cotas de productividad, lo
cual permite aventurar la continuidad del sector minero energético en Castilla y
Leén, mixime cuando a finales de noviembre la Vicepresidenta de la Comisién
Europea y Comisaria de Transportes y Energia ha anunciado el mantenimiento de
ayudas a la produccién del carbén mas alld de julio de 2002 debido a la considera-
c16n de este recurso como reserva estratégica lfamada a paliar la dependencia de la
Europa comunitaria de otras fuentes de energia {6sil procedentes de terceros pai-
ses. Seguramente, en la adopcién de esta decisién ha pesado la valoracién de las
imprevisibles consecuencias de los conflictos en que son parte o estin implicados
paises productores de petréleo; sea como fuere, esa coyuntura favorece la prolon-
gaci6én de las ayudas a Ez mineria y pone de manifiesto el acierto de la politica auto-
némica tendente a la modernizacién y reordenacién del sector.
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La experiencia adquirida desde que entré en vigor la Ley 1/1995, de 6 de abril,
de Cdmaras Agrarias de Castilla y Ledn, ha aconsejado su reforma mediante la
Ley 2/2001, de 4 de mayo, reforma cuyo limitado objetivo es ampliar el manda-
to temporal de los miembros que forman el pleno de las Cimaras Agrarias, lo
que se justifica en la bisqueda de una mayor operatividad de los érganos y en
una reduccién de los costes de los procesos electorales.

Una de las leyes de mayor importancia aprobada durante el afio 2001 y, segu-
ramente, también a lo largo de toda la legislatura, ha sido la Ley 3/2001, de 3 de
julio, del Gobierno y de la Administracién de Castilla y Ledn. Su aprobacién ha
supuesto la derogacién del Decreto Legislativo 1/1998, de 21 de julio, por el que
fue aprobado el Texto Refundido de la Ley del Gobierno y de la Administracién
de Castilla y Ledn; éste, como aquélla, tiene su soporte en la competencia exclu-
siva de la Comunidad para establecer la organizacién, régimen y funcionamien-
to de las instituciones de autogobierno (articulo 32.1.1% del Estatuto de Auto-
nomia); pero la Ley 3/2001, a diferencia del Decreto Legislativo 1/1998, trata de
responder a las necesidades de una Administracién forzosamente més compleja
debido a la progresiva asuncién de nuevas competencias por parte de la Comu-
nidad. Con este fundamento se regulan, como novedades, las Viceconsejerias, se
crean en la Administracién periférica los Departamentos Territoriales para la
coordinacién de las competencias de cada Consejeria en cada provincia, o se re-
gula la Administracién institucional de la Comunidad. Como novedades tam-
bién, aunque con otro fundamento, sefialadamente alguna previsién incorporada
en la dltima reforma estatutaria, la Ley 3/2001 acoge la facultad del Presidente de
la Junta de acordar la disolucién de las Cortes o de plantear ante las mismas la
cuestién de confianza. El legislador también ha tenido bien presente la jurispru-
dencia constitucional para dotar de una regulacién propia a los 6rganos colegia-
dos. En definitiva, se trata de una ley que, sin perjuicio de la remisién cautelar a
lo establecido en la legislacién del Estado con caricter supletorio (disposicién
adicional primera), tiene vocacién de ocupar integramente el dmbito competen-
cial a que habilita el articulo 32.1.1* del Estatuto a la Comunidad en materia de
organizacién y funcionamiento de la Administracién regional.

La‘reforma del Estatuto de Autonomfa de Castilla y Leén que operé la Ley
Orgénica 4/1999, de 8 de enero, dispuso que por ley se habria de regular la ini-
ciativa leglslatlva popular y de los ayuntamientos para aquellas materias de com-
petencia autondmica y en los términos previstos por la ley orgénica de desarrollo
del articulo 87.3 de la Constitucién. A este mandato han respondido las Cortes de
Castilla y Ledn con la aprobacién de la Ley 4/2001, de 4 de julio, reguladora
de la Iniciativa Popular y de los Ayuntamientos de Castilla y Ledn, en cuyo con-
tenido podemos distinguir tres niicleos normativos bien diferenciados: el integra-
do por las que podemos considerar disposiciones generales y comunes, que, afec-
tan a las materias excluidas de la iniciativa, a las causas de inadmisién a trimite de
las iniciativas y los posibles recursos frente a la resolucién de inadmisién, asf
como algunas reglas sobre la tramitacién parlamentaria; los otros dos grupos de
normas atienden especificamente a regular cada uno de los dos tipos de iniciati-
vas: la popular y la de los ayuntamientos.

Otra de las leyes aprobadas a lo largo del afio 2001 de indudable importancia
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para la economia de la regidn, ha sido la Ley 5/2001, de 4 de julio, de Cajas de
Ahorro de Castilla y Leén. El titulo competencial que da soporte a esta norma
es la competencia exclusiva que el articulo 32.1.33* del Estatuto atribuye a
Castilla y Ledn en materia de cajas de ahorro e instituciones de crédito coopera-
tivo publico y territorial, en el marco de la ordenacién general de la economia y
de acuerdo con las disposiciones que en uso de sus facultades dicte el Estado. Al
amparo de un titulo competencial distinto —desarrollo y ejecucién de la legisla-
cién del Estado— habia sido dictada una ley autonémica en 1990 y después el,
hasta ahora vigente, Texto Refundido de la Ley de Cajas de Ahorro de Castilla
y Ledn, aprobado por Decreto Legislativo 1/1994, de 28 de julio, al que deroga
la Ley 5/2001. Uno de los confesados objetivos de esta Ley es «profundizar en
la vinculacién de las Cajas de Ahorro de esta Comunidad con su mercado de ori-
gen, donde han forjado su propia identidad, donde han generado sus actuales
recursos financieros y donde han venido cumpliendo una gran labor social»
(exposicion de motivos), de lo cual también se hace eco el propio articulado de
la ley (articulo 4.2). Su contenido fue ampliamente acordado y su aprobacién
conté con el voto favorable de los miembros de los Grupos Parlamentarios
Popular y Socialista; no asi de los del Grupo Mixto.

Conforme exige el articulado de la Ley 8/1997, de 8 de julio, de Colegios
Profesionales de Castilla y Ledn, el legislativo regional ha aprobado varias leyes
de creacién de otros tantos Consejos de Colegios Profesionales. Por su numera-
cién, son la Ley 6/2001, de 22 de noviembre, de Creacién del Consejo de
Colegios Profesionales de Peritos e Ingenieros Técnicos Industriales de Castilla
y Ledn; la Ley 7/2001, de 22 de noviembre, de Creacién del Consejo de Colegios
Profesionales Veterinarios de Castilla y Leén; la Ley 8/2001, de 22 de noviem-
bre, de Creacién del Consejo de Colegios Profesionales de Médicos de Castilla
y Ledn; la Ley 9/2001, de 22 de noviembre, de Creacién del Consejo de Colegios
Profesionales de Diplomados en Trabajo Social y Asistentes Sociales de Castilla
y Ledn; y, finalmente, la Ley 10/2001, de 22 de noviembre, de Creacién del
Consejo de Colegios Profesionales de Mediadores de Seguros Titulados de Cas-
tilla y Leén.

La Ley 11/2001, de 22 de noviembre, de modificacién de la Ley 2/1994, de 9
de marzo, del Procurador del Comin de Castilla y Ledn, constituye la.plasma-
cién de una reforma de la Institucién en la linea de lo expresado por su titular en
el Informe anual presentado ante las Cortes el 18 de septiembre de 2001, de cuyo
contenido se da noticia en la parte de este informe correspondiente al Procurador
del Comin de Castilla y Leén.

Atendiendo a la jurisprudencia constitucional sobre el régimen de tasas y pre-
cios publicos y, ademds, teniendo en cuenta la progresiva asuncién de competen-
cias por la Comunidad y, por tanto, los traspasos de bienes y servicios de que se
estd haciendo cargo la Administracién autonémica, ha sido dictada la Ley
12/2001, de 20 de diciembre, de Tasas y Precios Publicos de la Comunidad de
Castilla y Leén. El mismo dia de su aprobacién también fue aprobada la Ley 13/
2001, de 20 de diciembre, de Ordenacién Farmacéutica de la Comunidad, ley que
conté con el apoyo del Grupo Popular y sélo parcialmente con el respaldo de los
procuradores del Grupo Socialista, debido a la discrepancia que éstos mantuvie-
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ron con el texto en lo que se refiere a la venta de medicamentos de uso animal;
en todo caso, cabe destacar del texto aprobado que, en la linea de lo previsto en
la anterior Ley 10/2000, de 9 de diciembre, se promueve la apertura de nuevas
oficinas de farmacia mediante la reduccién de los grupos de poblacién, asi como
se flexibilizan los horarios de atencién al piblico.

Las dos tltimas leyes aprobadas en 2001, como viene siendo habitual al fina-
lizar el afio, fueron la Ley 14/2001, de 28 de diciembre, de Medidas Econémicas,
Fiscales y Administrativas, y la Ley 15/2001, de 28 de diciembre, de Presu-
puestos Generales de la Comunidad de Castilla y Leén para el afio 2002. La pri-
mera de las citadas consta de tres partes bien diferenciadas correspondientes a los
tres capitulos en que se estructura; el primero de ellos contiene algunas modifi-
caciones a la Ley 7/1986, de 23 de diciembre, de la Hacienda de la Comunidad;
el segundo contiene previsiones de naturaleza tributaria, referidas al estableci-
miento de deducciones sobre la cuota integra del Impuesto sobre la Renta de las
Personas Fisicas, asi como reducciones en la base imponible del Impuesto de
Sucesiones y Donaciones, y, finalmente, se fijan tipos tributarios y cuotas fijas
de la tasa fiscal sobre el juego; el tercer capitulo, bajo el rétulo de «Accién
Administrativa», modifica las Leyes de la Agencia de Desarrollo Econémico de
Castilla y Ledn, de Caza de la Comunidad, de Concentracién Parcelaria y de Sa-
nidad Animal; por ultimo, contiene algunas otras previsiones de las que destaca-
mos el mandato a la Junta de Castilla y Le6n para que elabore durante el primer
semestre de 2002 un Plan Especial de Actuacidon en Areas Periféricas de la
Comunidad.

Normas reglamentarias

En el capitulo de la actividad normativa de rango reglamentario desplegada
por la Comunidad de Castilla y Leén, consideramos en primer lugar el desarro-
llo integral de leyes autonémicas, desarrollo al que procede el Decreto 217/2001,
de 30 de agosto, por el que se aprueba el Reglamento de Accesibilidad y Supre-
sién de Barreras, en relacién con la precedente Ley 3/1998, de 24 de junio, de
Accesibilidad y Supresién de Barreras. Como normas de desarrollo legislativo,
aunque sin hacerlo en su integridad, han sido aprobados varios Decretos en rela-
cidén con otras tantas leyes autonémicas previas; en esta ndmina deben citarse el
Decreto 25/2001, de 25 de enero, por el que se aprueba el Reglamento de las
Agencias de Viajes que ejerzan su actividad en la Comunidad de Castilla y Leén,
cuyo engarce normativo se halla fundamentalmente en la Ley 10/1997, de 19 de
diciembre, de Turismo de Castilla y Ledn, asi como en la necesidad de adaptar la
normativa reglamentaria de la Comunidad a la Ley 21/1995, de 6 de julio, regula-
dora de los Viajes Combinados; en materia de consumo y para desarrollar la Ley
11/1998, de 5 de diciembre, de defensa de los Consumidores y Usuarios de Cas-
tilla y Ledn, han sido aprobados los Decretos 26/2001, de 25 de enero, por el que
se regulan los Resguardos de Depésitos en la prestacién de Servicios a los Con-
sumidores, y 180/2001, de 28 de junio, por el que se regula el Derecho de los
Consumidores y Usuarios al presupuesto previo de los servicios que se les ofer-
ten; como desarrollo de lo previsto en el articulo 10 de'la Ley 1/2001, de 4 de
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mayo, por la que se establece el Programa de Actuacién en las Comarcas Mineras
2000-2003, el Decreto 181/2001, de 28 de junio, crea y prevé la composicién de
la Comisién de Seguimiento para la aplicacién del citado Programa de Ac-
tuacién, en la que se integran representantes de las diversas Consejerias afectadas
por el mismo; para terminar, en esta referencia a las normas reglamentarias de
desarrollo de una ley previa ha de ser incluido el Decreto 44/2001, de 22 de fe-
brero, por el que se aprueba el Catilogo de Juegos y Apuestas de la Comunidad
de Castilla y Leén, cuyo contenido obedece a lo dispuesto en el articulo 3 de la
Ley 4/1998, de 24 de junio, reguladora del Juego y de las Apuestas en la Co-
munidad, y, por ultimo, el Decreto 284/2001, de 13 de diciembre, por el que se
desarrolla la Ley 5/2001, de Cajas de Ahorro, en materia de érganos de gobier-
no y direccién, es decir, las previsiones del Titulo IV de dicha ley.

Consideramos a continuacién un amplio niimero de decretos aprobados por
el Consejo de Gobierno a lo largo del afio 2001 que inciden en distintas politicas
sectoriales correspondientes a materias de titularidad autonémica, decretos que,
resulta obvio dectrlo, integran previsiones que no son ajenas a habilitaciones pre-
vias de normas de rango legal. En materia de asistencia social, de las personas
mayores, discapacitados y de la infancia y juventud con riesgos se ocupan las
siguientes normas reglamentarias: Decreto 14/2001, de 18 de enero, regulador de
las condiciones y requisitos para la autorizacién y el funcionamiento de los cen-
tros de caricter social para personas mayores; Decreto 56/2001, de 8 de marzo,
por el que se aprueba e?Reglamento regulador del régimen de acceso a las plazas
-en los centros residenciales para personas mayores, dependientes de la Admi-
nistracién de la Comunidad de Castilla y Leén y a las plazas concertadas en otros
establecimientos; Decreto 52/2001, de 1 de marzo, por el que se dictan normas
sobre financiacién de actuaciones en cumplimiento de objetivos en materia de re-
sidencias, viviendas, centros de dia y otras instalaciones del Plan Sectorial de
Atencién a Personas con Discapacidad; Decreto 179/2001, de 28 de junio, por el
que se regula la accién concertada en materia de reserva y ocupacién de plazas
para la atenci6n de nifios y j6venes dependientes de los Servicios de Proteccién a
la Infancia de las distintas Gerencias Territoriales de Servicios Sociales; a la misma
materia de la que se ocupan las normas citadas, atiende el Decreto 126/2001, de
19 de abril, por el que se regulan los criterios y bases que han de configurar el
Acuerdo Marco de cofinanciacién de los servicios sociales y prestaciones sociales
basicas que hayan de llevarse a cabo por entidades locales, norma con la que se da
cumplimiento a la disposicién adicional cuarta de la Ley de Presupuestos Ge-
nerales de la Comunicgd para el afio 2001. Para finalizar, la dltima norma regla-
mentaria a considerar estd relacionada con uno de los compromisos asumidos por
el Presidente de la Comunidad en el debate de investidura, del que se da cuenta
mis adelante; se trata del Decreto 292/2001, de 20 de diciembre, por el que se esta-
blecen lineas de apoyo a la familia y a la conciliacién con la vida laboral.

La proteccién del medio ambiente también ha estado presente en la normati-
va reglamentaria aprobada durante el afio 2001 en Castilla y Leén. Seguramente
una (%e las normas mids esperadas haya sido el Decreto 267/2001, de 29 de no-
viembre, relativo a la instai)acién de Infraestructuras de Radiocomunicacién, por
medio del cual dichas instalaciones quedan sometidas a la legislacién de activi-
dades clasificadas y con ello vinculadas a un régimen juridico c%e contrastada apli-
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cacién. La segunda norma de incidencia en la proteccién del medio ambiente a
considerar es el Decreto 178/2001, de 28 de junio, por el que se establece el sis-
tema de guardias en las labores de lucha contra incendios forestales en Castilla y
Ledn para el periodo 2001-2003; con esta norma se tratan de solventar los pro-
blemas que se venfan advirtiendo durante las largas campafias de lucha contra los
incendios forestales como consecuencia de deficiencias en la gestién del personal
afectado a estos servicios. El progresivo desarrollo de la legislacién de proteccién
de espacios naturales en Castilla y Leén viene representado por la aprogacién por
Decreto 164/2001, de 7 de junio, del Plan de Ordenacién de los Recursos
Naturales del Espacio Natural Arribes del Duero (Salamanca-Zamora), asi como
por la aprobacién de los Decretos 196/2001, 197/2001 y 198/2001, todos ellos de
19 de julio, por los que, respectivamente, se regulan la composicién de la Junta
Rectora del Parque Natural de Fuentes Carrionas y Fuente Cobre-Montafia
Palentina (Palencia), de la Junta Rectora del Parque Natural de las Batuecas-
Sierra de Francia (Salamanca) y de la Junta Rectora del Monumento Natural de
la Fuentona y de la Reserva Natural del Sabinar de Calatafiazor (Soria).

En ejercicio de las competencias de que dispone Castilla y Leén en materia de
ordenacién del territorio, urbanismo y vivienda, destacan dos normas; la prime-
ra constituye la aprobacidn de uno de los instrumentos de ordenacién territorial
de los previstos en la Ley 10/1998, de 5 de diciembre, de Ordenacién del Terri-
torio de Castilla y Ledn, concretamente del Plan Regional de Ambito Territorial
del Canal de Castilla (Decreto 205/2001, de 2 de agosto); la otra norma, expre-
sién del titulo competencial ahora considerado, es el Decreto 166/2001, de 14 de
junio, sobre actuaciones protegidas en materia de vivienda y suelo en la Comu-
nidad de Castilla y Ledn, cuyo objeto primordial es adaptar el marco normativo
autondmico en la materia al establecido por el Estado, fundamentalmente en los
Reales Decretos 1190/2000, de 23 de junio y 115/2001, de 19 de febrero.

A lo largo del afio 2001 también han sido aprobados una serie de planes regio-
nales mediante decretos; en unos casos los planes constituyen el desarrollo y
concrecién de objetivos impuestos mediante leyes autonémicas, en otros supo-
nen el avance de lineas de actuacidn a realizar a través de los correspondientes
dispositivos normativos, y, en todo caso, son expresion de politicas sectoriales de
la Comunidad Auténoma. Siguiendo el orden de aprobacién, los planes de refe-
rencia son: el Plan Sectorial de Acciones frente a la Exclusién Social (Decreto
24/2001, de 25 de enero); el I Plan General de Juventud de la Comunidad de
Castilla y Leén (Decreto 129/2001, de 26 de abril); el IV Plan Regional sobre
Drogas (Decreto 138/2001, de 3 de mayo), en relacién con el cual y en relacién
con los planes que sobre drogas hayan aprobado o aprueben las entidades loca-
les de Castilla y Leén, por Decreto 233/2001, de 11 de octubre, se regula la cre-
acién, composicién, estructura y funciones de la Red de Planes sobre Drogas de
Castilla y Ledn, como instrumento de coordinacién y cooperacién en materia
de drogodependencias entre la Administracién local y la Administracién auto-
némica; el Plan General de Equipamiento Comercial de Castilla y Leén (Decre-
to 191/2001, de 12 de julio); el III Plan Integral de Igualdad de Oportunidades
entre mujeres y hombres (Decreto 203/2001, de 26 de julio); y, fIiJnalmente, el
Plan Estratégico de Urgencias y Emergencias Sanitarias de Castilla y Leén
(Decreto 228/2001, de 27 de septiembre).
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Precisamente, como concrecidén o desarrollo de planes anteriores, han sido
aprobados dos decretos relacionados con el funcionamiento de la Admi-
nistracién autonémica y de gran transcendencia, por tanto, para el ciudadano.
Por Decreto 193/2001, de 19 de julio, se regula el Servicio Telefénico 012 de In-
formacién Administrativa y Atencién al Ciudadano de la Administracién de la
Comunidad de Castilla y Ledn, lo que constituye el desarrollo de una accién
prevista en el II Plan de Atencién al Ciudadano (2000-2002); el Decreto
232/2001, de 11 de octubre, regula el sistema de evaluacién de la calidad de los
servicios de la Administracién de la Comunidad de Castilla y Leén, y con él se
concreta una actuacién contemplada por el Plan Marco de Mejora y Calidad de
los Servicios de la Administracién de Castilla y Ledn, aprobado por Decreto
46/2000, de 9 de marzo.

Organizacién administrativa

El relevo al frente de la Presidencia del Gobierno de Castilla y Ledn, del que
después se da cumplida noticia, trajo algunos cambios organizativos de la mano del
nuevo Presidente, cambios que podemos calificar de menores pues las ocho
Consejerias existentes se mantienen con sus denominaciones y, bisicamente, con
sus respectivas parcelas competenciales. Los cambios organizativos afectaron, al
menos en parte, a la cipula del ejecutivo regional en cuanto que de dos Vice-
presidentes, inmediatamente después de la toma de posesién del nuevo
Presidente de la Junta, pasa a haber un tnico Vicepresidente; en efecto, por
Decreto 57/2001, de 19 de marzo, queda formalizado el fin de las funciones de
los Vicepresidentes de la Junta de Castilla y Leén, funciones que venian desem-
pefiando el Consejero de Medio Ambiente —Vicepresidente Primero— y el
Consejero de Educacién y Cultura —Vicepresidente Segundo-. La segunda parte
de esta reforma se materializa por medio del Decreto 60/2001, de 19 de marzo,
por el que se nombra Vicepresidente de la Junta de Castilla y Leén a D. Tomis
Villanueva Rodriguez, Consejero de Educacién y Cultura, es decir el mismo que
venia desempefiando el cargo de la ya extinta Vicepresidencia Segunda. Conse-
cuentemente con la indicada supresién de la doble Vicepresidencia, el Decreto
76/2001, de 22 de marzo, deroga al Decreto 161/1999, de 29 de julio, y con él atri-
buye la Presidencia de la- Comisién de Secretarios Generales al dnico
Vicepresidente de la Junta de Castilla y Ledn, y no al Vicepresidente Primero que
preveia el derogado Decreto 161/1999, de 29 de julio. Por otro lado, dentro del
mismo proceso de reestructuracién organizativa, la Portavocia de la Junta, que
venia siendo desempefiada por D. José Manuel Fernindez Santiago, hasta esa
misma reforma Consejero de Medio Ambiente, pasa a ser ejercida por D. Carlos
Javier Fernéndez Carriedo (Decreto 62/2001, de 19 de marzo), quien venfa desem-
pefiando y sigue ocupando el cargo de Consejero de Sanidad y Bienestar Social.

Mediante el Decreto 101/2001, de 5 de abril, también a rafz de la toma de
posesién del nuevo Presidente de la Junta, se lleva a cabo una parcial alteracién
del Gabinete del Presidente, regulado por el Decreto 163/1999, de 29 de julio. La
alteracién afecta a las funciones que, dentro del Gabinete del Presidente, venia
realizando la Direccién General de Relaciones con los Medios de Comunicacién
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Social, que ahora pasa a denominarse Direccién de Comunicacién, y que, ade-
mis de las tareas que venia cumpliendo, se le encomiendan otras con el objetivo
de dinamizar la actuacién de la Administracién autonémica en el terreno de la
comunicacién.

En el capitulo de las modificaciones de las estructuras organicas de las Con-
sejerias, interesa destacar la producida en la de Educacién y Cultura a través del
Decreto 95/2001, de 29 de marzo, por el que se modifica el Decreto 212/1999, de
julio. En concreto, la reforma departamental supone la creacién de la figura del
Coordinador General de Cultura, dependiente orginicamente del Consejero,
con rango de Secretario General y con funciones de coordinacién, apoyo, aseso-
ramiento y asistencia técnica al Consejero; para el cargo de Coordinador General
de Cultura fue nombrado quien hasta el momento venfa desempefiando el pues-
to de Director General de Turismo, lo cual contribuye a poner de relieve que el
puesto de Coordinador General de Cultura estaba llamado a actuar en orden a
valorizar el rico patrimonio cultural de la Regién. En esta misma direccidn, aun-
que con un apreciable cambio en la estrategia organizativa, ha sido creada la
Fundacién Siglo, para cuya presidencia ha sido nombrado precisamente quien
venia ejerciendo de Coordinador General de Cultura. Lo sefialado, sin embargo,
s6lo es una parte del proceso de profunda transformacién que ha sufrido a lo
largo de 2001 la estructura de la Consejeria de Educacién y Cultura; en efecto,
por Decreto 278/2001, de 7 de diciembre, del Presidente, al amparo de lo previs-
to en la Ley 3/2001, de 3 de julio, del Gobierno y Administracién de la Comu-
nidad de Castilla y Ledn, fue creada la Viceconsejeria de Educacién, lo cual
determiné la aprobacién de un posterior Decreto, el 280/2001, de 13 de diciem-
bre, de modificacién de la estructura orgénica de la Consejeria de Educacién y
Cultura, por el que se suprimi6 la figura del Coordinador General de Educacién,
cuyas funciones pasan a ser desempeiiadas por la Viceconsejeria de Educacién; a
la vez que también queda suprimida la figura del Coordinador General de
Cultura que, como vimos, su titular habia pasado a presidir la Fundacién Siglo.

Razones expresamente vinculadas a los nuevos traspasos efectuados en mate-
ria laboral a favor de la Administracién autonémica han justificado una impor-
tante alteracién de la estructura orgénica de la Consejeria de Industria, Comercio
y Turismo. El primer paso lo dio el Decreto 279/2001, de 7 de diciembre, del
Presidente, por el que se crea la Viceconsejeria de Trabajo, decreto al que le sigue
el posterior Decreto 282/2001, de 13 de diciembre, por el que se establece la es-
tructura orginica de la Consejeria mencionada, en la que ya se incorpora la Vice-
consejeria de Trabajo, con la supresién de la antigua Direccién General del
mismo nombre, y la creacién de dos nuevas Direcciones Generales, la de Rela-
ciones e Intermediacién Laboral y la de Empleo y Formacién.

Igualmente con fundamento en nuevas responsabilidades autonémicas, en
concreto en materia sanitaria, se realizan importantes reformas en la organiza-
cién de la Consejeria de Sanidad y Bienestar Social y en la Gerencia Regional de
Salud, si bien estas reformas se llevan a cabo por sendos decretos con anteriori-
dad a que hubieran concluido las negociaciones para el traspaso de las funciones
y servicios del Instituto Nacional de la Salud. En concreto, por el Decreto
286/2001, de 13 de diciembre, se crea la Direccién General de Planificacién
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Sociosanitaria, en el marco de una nueva regulacién de la estructura orgénica de
la Consejeria de Sanidad y Bienestar Social; por otra parte, por medio del
Decreto 287/2001, de 13 de diciembre, se aprueba el Reglamento General de la
Gerencia Regional de Salud de Castilla y Leén, mediante el que se crean cuatro
Direcciones Generales dentro del citado ente piblico institucional: de Admi-

-nistracién e Infraestructuras, de Asistencia Sanitaria, de Desarrollo Sanitario y
de Recursos Humanos, lo que supone que serd esta gerencia la encargada de ges-
tionar la sanidad en la Comunidad una vez realizado el traspaso, a que después
nos referiremos.

También la estructura orginica de la Consejeria de Presidencia y Admi-
nistracién Territorial se ha visto incrementada con la plena incorporacién de la
Direccién General de Asuntos Europeos y Accién Exterior, asi como de las Di-
recciones del Gabinete del Presidente y de Comunicacién, aunque estos dos ulti-
mos érganos solamente se integran en dicha Consejeria a efectos orgdnicos y
presupuestarios (Decreto 151/2001, de 31 de mayo, de modificacién del Decreto
226/1999, de 19 de agosto).

Mediante sendos decretos dictados en el afio 2001, la Junta de Castilla y Leén
procede a realizar un reparto de competencias en dos materias de especial interés.
Se trata, en primer lugar, del Decreto 192/2001, de 19 de julio, por el que se deter-
minan los érganos competentes de la Comunidad para la aplicacién de medidas de
control de los riesgos inherentes a los accidentes graves en los que intervengan sus-
tancias peligrosas, reparto que se efectia entre las Consejerias de Presidencia y
Administracién Territorial, Fomento e Industria, Comercio y Turismo. Por su
parte, el Decreto 274/2001, de 5 de diciembre, distribuye las competencias en
materia de industrias agrarias y alimentarias, a partir de las correspondientes defi-
niciones de una y otra actividad industrial, a favor de, respectivamente, las
Consejerias de Agricultura y Ganaderia y de Industria, Comercio y Turismo.

La Administracién periférica en la Comunidad ha sufrido unas apreciables
modificaciones mediante el Decreto 271/2001, de 5 de diciembre, por el que se re-
gula la estructura orginica y las competencias de las Delegaciones Territoriales de la
Junta de Castilla y Leén, en la linea de lo establecido por la Ley 3/2001, de 3 de
julio, del Gobierno y de la Administracién de la Comunidad de Castillay Leén. En
general supone un fortalecimiento de las figuras de los Delegados Territoriales, a los
que asisten, como 6rganos deliberantes, las llamadas Comisiones Territoriales de
Coordinacién; se crea también mediante el decreto citado el Consejo Territorial,
como érgano de coordinacién de la Administracién periférica de la Comunidad,
presidido por el Presidente de la Junta de Consejeros e integrado ademds por
el Vicepresidente, el Consejero de Presidencia y Administracién Territorial, el
Secretario General de esta Consejeria y los Delegados Territoriales de la Junta en
las nueve provincias de la Comunidad. Como comentario adicional a lo sefiala-
do, resulta oportuno indicar que este decreto ha sido presentado como un medio
adecuado para facilitar la desconcentracién de funciones a favor de la organiza-
cién periférica de la Comunidad, lo que constituye la otra cara del proceso de
descentralizacién a favor de las entidades locales que se intenta poner en marcha
me%iacrll'te la negociacién tendente a lograr el llamado Pacto local, al que después
se aludird.
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Completamos esta referencia a las normas relativas a la organizacién de la Ad-
ministracién autondémica con la consideracién de algunos érganos colegiados y
varios registros administrativos creados a lo largo del afio 2001. De entre los pri-
meros, destacamos el Consejo Asesor de Estadistica (Decreto 27/2001, de 1 de
febrero), el Consejo Cientifico Asesor de la Comisién de Coordinacién y Segui-
miento de las Encefalopatias Espongiformes Transmisibles en Castilla y Leén
(Decreto 12/2001, de 18 de enero), la Comisién de Seguimiento prevista en la
Ley 1/2001, de 4 de mayo, por la que se establece el Programa de Actuacién en
las Comarcas mineras 2000-2003 (Decreto 181/2001, de 28 de junio), la Comi-
sién Permanente para la Promocién Cultural, Turistica y Medio ambiental de
Castilla y Leén (Decreto 183/2001, de 28 de junio) y el Consejo Asesor del
Medio Ambiente de Castilla y Leén (Decreto 227/2001, de 27 de septiembre); de
los segundos, cabe sefialar, el Registro de Centros Docentes de la Comunidad
de Castilla y Leén (Decreto 280/2000, de 28 de diciembre, BOCyL de 2 de enero
de 2001), el Registro de Centros Especiales de Empleo de la Comunidad de
Castilla y Leén (Orden de 3 de enero de 2001), el Registro de Centros, Servicios
y Establecimientos Sanitarios y Sociosanitarios de la Comunidad (Orden de 8 de
marzo de 2001) y el Registro de Enfermos Renales de Castilla y Leén (Orden
de 30 de marzo de 2001).

Relevo en la Presidencia de la Junta de Castilla y Leén

Con el cese de D. Juan José Lucas Jiménez como Presidente del Gobierno de
Castilla y Leén como consecuencia de haber sido nombrado Ministro de la
Presidencia (respectivamente, Reales Decretos 206 y 208, de 2001, de 27 de
febrero, BOE de 28 de febrero), la Presidencia de las Cortes, tras las preceptivas
consultas, propuso al Pleno como Candidato a la Presidencia del ejecutivo a D.
Juan Vicente Herrera Campo. El Debate de Investidura se celebré los dias 14 y
15 de marzo de 2001 y tras las intervenciones del Candidato y las demis regla-
mentariamente establecidas se llevé a cabo la votacién, cuyo escrutinio arrojé el
siguiente resultado. Votos emitidos: ochenta y tres. Favorables a la propuesta:
cuarenta y ocho. En contra: treinta y cuatro. Abstenciones: una. Votaron a favor
todos los Procuradores del Grupo Parlamentario Popular; en contra lo hicieron
los integrantes del Grupo Socialista y cuatro de los cinco del Grupo Mixto, per-
tenecientes a la Unién del Pueblo Leonés (3) y a Izquierda Unida (1); se abstu-
vo el Procurador de Tierra Comunera, también integrante del Grupo Mixto.

El Candidato en su discurso apoyd la futura accién de gobierno sobre la base
de lo que denominé una preocupacién -la poblacién- y una prioridad —el
empleo—.

La consideracién de la poblacién como preocupacién parte fundamentalmen-
te de un dato ficilmente contrastable: el progresivo envejecimiento de la pobla-
cién de Castilla y Ledn merced al aumento de la esperanza de vida y a una tasa
de reposicién negativa, realidad que el Candidato propuso enfrentar mediante un
decidido apoyo a la natalidad, para lo que anunci6 la creacién de una comisién-
que represente a todas las Consejerias con el objeto de disefiar una estrategia glo-
bal de apoyo a la familia.
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El empleo en la Comunidad, aunque el balance en los dltimos cinco afios es
positivo al haber descendido la tasa de paro en casi siete puntos, tiene que supe-
rar el importante déficit que supone la todavia notable falta de incorporacién de
la mujer al mundo laboral, asi como las carencias de politicas de seguridad y
salud laboral. Mis y mejor empleo, resumia el Candidato, como prioridad del
futuro Gobierno regional y, a su servicio, las que configuré como las cuatro
grandes lineas de accién para crear las condiciones que permitan alcanzar aquel
objetivo. En apretada sintesis, los ejes de su accién manifesté que serfan: el
impulso de actividades econédmicas modernas y competitivas, el desarrollo de un
modelo educativo regional, la garantia de una mejor calidad de vida, en especial
para los menos favorecidos y, por tltimo, la dotacién de infraestructuras que
vertebren y comuniquen interna y externamente la Comunidad.

Cada una de las lineas de actuacién las hizo descansar en la aprobacién de
especificas normas juridicas o planes y programas, de forma que, por el orden
expuesto, la primera se basa en los siguientes compromisos: la remisién a las
Cortes de un Proyecto de Ley de Creacién del Instituto Tecnolégico Agrario de
Castilla y Leén, como instrumento que se considera idéneo para garantizar la més
alta calidad y seguridad alimentaria de las producciones de la Regién; la continui-
dad en el apoyo del sector minero, tanto del tradicional energético como de la
emergente produccién de piedra natural; la consolidacién de Castilla y Ledn
como primer destino turistico de interior, lo que se relaciona con la puesta en
valor de su rico patrimonio cultural, para lo que comprometié la presentacién de
un Proyecto de Ley de Patrimonio Cultural de la Comunidad; finalmente, como
objetivo a conseguir al acabar la presente legislatura, se marcé la inversién del
2 % del Producto Interior en investigacién, desarrollo e innovacién tecnolégica.

La segunda de las lineas de actuacién, referida al establecimiento de un mode-
lo educativo regional, se basa en la adopcién de una serie de iniciativas y com-
promisos con los distintos 4mbitos y niveles educativos, de las que destacamos
la especial atencién a las Ensefianzas Artisticas y de Régimen Especial, la puesta
en marcha de un Plan Regional de Formacién Profesional y de un Programa de
Extensién Educativa de cero a tres afios, la remisién a las Cortes de sendos
Proyectos de Ley de Formacién y Promocién de las Personas Adultas y del
Deporte de Castilla y Leén; la educacién universitaria estuvo presente con el
compromiso de atender el 100 % de los gastos de personal de las Universidades
publicas y la creacién de una Agencia para la Calidad Universitaria.

El tercer campo de actuacién defendido por el Candidato a Presidente atiende

a la consecucién de un nivel adecuado de calidad de vida de los ciudadanos. Como
acciones dirigidas a conseguir ese objetivo, se comprometié a enviar a las Cortes
un Proyecto de Ley sobre Igualdad de Oportunidades, con el fin de fomentar la
promocién y participacién de la mujer, su acceso al empleo y la erradicacién de
la violencia doméstica. La infancia, la juventud y los mayores dispondrin de sen-
das leyes, para lo que manifesté su voluntad de impulsar las correspondientes
leyes de proteccién de la infancia, de la juventud —ésta a partir de la aprobacién
+del I Plan de Juventud de Castilla y Le6n- y de garantias de los derechos de los
mayores. La sanidad también quedard enmarcada en esta linea de actuacién una
vez que culmine el proceso de transferencia a la Comunidad de esta materia, en
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relacién con la cual se pretenden ampliar los servicios farmacéuticos en el medio
urbano para lo que el Candidato se comprometié a aprobar un Proyecto de Ley
de Ordenacién Farmacéutica. El medio ambiente ocupé el dltimo lugar en las
iniciativas dirigidas a garantizar una mejora en la calidad de vida de los ciudada-
nos, iniciativas que se concretaron en el disefio de un Plan de Diversificacién
Energética para el desarrollo de las energias renovables, la produccién de ener-
gia a partir de biomasa y la produccién de biocombustibles, asi como en la remi-
sién a las Cortes de un proyecto de ley de regulacién de la prevencién medio
ambiental, entre otras.

Como cuarto y tltimo soporte de su accién de gobierno, el Candidato aludié a
la necesidad de dotar a la Comunidad de infraestructuras de comunicacién, lo que
consideré de vital importancia dada la extensién territorial de la Regién y su
poblacién dispersa. En ese sentido, abogé por equilibrar el tradicional disefio
radial de las comunicaciones en Espafia con otros itinerarios Norte-Sur y Este-
Oeste, asi como con un disefio internodal adecuado de las diversas vias y modos
de comunicacién. En todo caso, el Candidato hizo descansar el progreso de la
Comunidad en esta materia en el cumplimiento por parte del Estado en lo que a
Castilla y Leén se refiere del Plan de Infraestructuras del Estado 2000-2007, sin
perjuicio de la aprobacién de un Plan Director de Infraestructuras de Transporte
de Castilla y Leén 2001-2003, con un compromiso de inversién de medio billén de
pesetas y una actuacién en mds de once mil kilémetros de carreteras regionales.

Sefialadas las lineas de accidn, resta destacar algunos momentos a nuestro juicio
de especial interés en la postrimeria del Discurso de Investidura, como las alu-
siones a la implicacién de las Cajas de Ahorro de la Regién en su desarrollo,
alusiones que sélo alcanzaron a tener un planteamiento programético; o el com-
promiso con las entidades locales mediante el desarrollo de un Pacto local en la
Comunidad y la regulacién de las mancomunidades, a las que reconocié su capi-
tal importancia en una Regién en la que los municipios se cuentan por miles; o,
en fin, la reforma de la funcién piblica autonémica, mediante la aprobacién y
remisién del proyecto de ley correspondiente.

Conforme al resultado de la votacién, la propuesta de Presidente de la
Comunidad recayé en D. Juan Vicente Herrera Campo, siendo nombrado por
Real Decreto 280/2001, de 16 de marzo (BOE de 17 de marzo). Una vez toma-
da posesidn, el nuevo Presidente de la Junta de Castilla y Leén, llevé a cabo una
limitada remodelacién del Gobierno de la Comunidad, relevando al Consejero
de Industria, Comercio y Turismo, a cuyo frente colocé al que venia siendo
Consejero de Fomento; de esta Consejeria se hizo cargo quien venia desempe-
fiando la Consejeria de Medio Ambiente y Portavoz de la Junta, ademis de
Vicepresidente Primero; para la Consejeria de Medio Ambiente fue nombrada
como Consejera quien hasta el momento venia desempefiando la Direccién
General de Calidad Ambiental en la Consejeria de Medio Ambiente. El otro
relevo afect6 a la Consejeria de Presidencia y Administracién Territorial, al fren-
te de la cual fue nombrado quien venia ocupando la Presidencia de la Diputacién
de Salamanca.
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Conflictividad y cooperacién

A finales del afio 2000, concretamente mediante STC 306/2000, de 12 de
diciembre (BOE de 16 enero de 2001), el Tribunal Constitucional resolvié sen-
dos conflictos positivos de competencia acumulados frente al Plan de Orde-
nacién de los Recursos Naturales de Picos de Europa, aprobado por el Real
Decreto 640/1994, de 8 de abril, que habian interpuesto la Junta de Castilla y
Leén y la Diputacién Regional de Cantabria. Interesa destacar de esa sentencia
su fundamentacidn, aunque sélo sea en sintesis, y el fallo. La argumentacién que
da soporte al fallo parte de la titularidad estatal para establecer la legislacién basi-
ca en materia de proteccién ambiental ex articulo 149.1.23 de la Constitucién,
competencia que no da cobertura para que el Estado pueda elaborar y aprobar
Planes de Ordenacién de Recursos Naturales tal como resultan perfilados en la
legislacién vigente, toda vez que estin concebidos con un grado de detalle in-
compatible con el concepto de lo bésico; ni siquiera la supraterritorialidad de las
determinaciones del Plan constituyen titulo competencial a favor del Estado;
siendo uno y otro argumento como han quedado reflejados, lo cierto es que el
llamado Plan de Ordenacién de Recursos Naturales de los Picos de Europa
aprobado por Real Decreto 640/1994 tiene un contenido que puede exceder de
lo que formalmente debe incorporar un instrumento de esta naturaleza, exceso
que bien puede estar cubierto por las competencias que ostenta el Estado, por lo
cual el 6rgano constitucional considera necesario realizar un anilisis pormenori-
zado del contenido del Real Decreto de aprobacién del plan, anilisis conforme
al cual declara, como fallo, que «los apartados 4, 5 y 7, asi como el apartado 3, en
cuanto delimita la zona C, y el apartado 1, en cuanto en él se halla comprendida
dicha zona C, todos ellos del Plan de Ordenacién de los Recursos Naturales de
los Picos de Europa, aprobado por el Real Decreto 640/1994, de 8 de abril, han
invadido las competencias de las Comunidades Auténomas de Castillay Leén y
de Cantabria», consecuentemente con lo cual anula los apartados del citado plan
de que se ha hecho mencién. Discrepa de este fallo y su fundamento el
Magistrado D. Manuel Jiménez de Parga y Cabrera mediante voto particular, al
que se adhieren los Magistrados D. Rafael de Mendizébal Allende y D. Fernando
Garrido Falla, al entender que los conflictos positivos de competencia deberfan
haber sido desestimados por considerar que el Real Decreto 640/1994, de 8 de
abril, no habia invadido competencia autonémica alguna. Formula también voto
particular el Magistrado D. Tomés Vives Ant6n, en el que, compartiendo el fallo,
disiente de algunos argumentos que le dan soporte.

El Tribunal Supremo, por sentencia de 4 de julio de 2001, ha puesto fin al
largo conflicto que venian manteniendo la Diputacién Provincial de Leén y la
Junta de Castilla y Leén a raiz de un acuerdo adoptado por la Diputacién el 12
de diciembre de 1991 mediante el que la Corporacién provincial se declaraba
incompetente en materia de asistencia psiquidtrica, lo cual la eximia de seguir
financiando los gastos de hospitalizacién psiquidtrica. Ante el recurso conten-
cioso-administrativo interpuesto por la Junta de Castilla y Leén frente al acto de
la Diputacién, la Sala correspondiente del Tribunal Superior de Justicia de la
Comunidad dictd sentencia desestimatoria sobre la base de que la Comunidad
no podia impugnar un acuerdo de la institucién provincial que no afectaba a sus
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competencias, toda vez que en esa materia atin no se habia efectuado la transfe-
rencia correspondiente. Co